VOTO PARTICULAR EN RELACIÓN AL EXPEDIENTE 014/2004 REV

En primer término me permito señalar que estoy de acuerdo con el sentido de la resolución que se pronuncia por que considero que, en la especie, las denuncias presentadas por el Partido Acción Nacional ante el XV Consejo Distrital Electoral no proceden porque en ellas se omitió precisar de manera suficiente las circunstancias de tiempo, lugar y modo en que supuestamente sucedieron los hechos materia de las mismas; y que se omitió apuntar o señalar las pruebas relacionadas con el caso, lo que impide, según el criterio compartido con la mayoría, que el Consejo Distrital Electoral formule ante el Ministerio Público la denuncia que le solicitó el partido político actor.
 
Sin embargo, con el respeto que me merece la opinión del Magistrado ponente y de los demás integrantes de este Tribunal, me permito diferir del criterio sustentado en el proyecto de sentencia aprobado consistente en que, a diferencia de todas las personas físicas o morales, las instituciones públicas, los funcionarios públicos de los tres  niveles de gobierno y los funcionarios electorales que en forma directa pueden presentar denuncias sobre delitos electorales ante el Ministerio Público, los partidos políticos no pueden hacerlo en forma directa.
 
En efecto, según la sentencia aprobado por la mayoría, se plantea que los partidos políticos no están facultados para presentar denuncias directamente ante la autoridad investigadora penal, sino que su única opción es presentarlas ante la autoridad electoral, la que habrá de calificar si proceden a fin de llevar a cabo su formulación ante el Ministerio Público, sin que, como ya se dijo, puedan los partidos políticos presentarlas directamente.
 
En la sentencia aprobada por la mayoría  se aborda la ratio legis del artículo 361 del código penal y en él se señalan que existen, al menos, tres aspectos fundamentales que motivaron la norma legal en comento.

A).- La oportunidad de que el órgano electoral analice objetiva e imparcialmente la denuncia antes de trasladarla al ámbito penal.
B).- La conveniencia de disminuir la proliferación de denuncias.
C).- La conveniencia de evitar que los partidos políticos se vean envueltos en denuncias por haber, a su vez, denunciado hechos falsos, hechos que no se puedan demostrar o que no se ajusten al tipo penal.
 
Respetuosamente considero que ninguno de los razonamientos vertidos en el proyecto justifican la ratio legis de la norma contenida en el artículo 361  del código penal.
 
En efecto, por lo que respecta al señalado en el inciso A), si el propósito es que el órgano electoral analice objetiva e imparcialmente la denuncia, no existe razón por la cual sólo se analicen las denuncias planteadas por los partidos políticos y no las planteadas por sus candidatos,  sus dirigentes, por funcionarios de los tres niveles de gobierno o de cualquier servidor público e incluso la de cualquier ciudadano.
 
Por lo que respecta a la causa descrita en el inciso B), si el propósito es evitar la proliferación de denuncias en materia electoral, es evidente que ese propósito no se  alcanza con el hecho de poner un trámite especial a las denuncias que pretenda presentar un partido político, de los cuales sólo hay 7 registrados en el presente proceso electoral en Sinaloa, mientras que no se establece obstáculo alguno al gran universo de ciudadanos sinaloenses y mexicanos, personas físicas o morales, funcionarios públicos y electorales.
 
Finalmente, por lo que respecta a la causa señalada en el inciso C), tampoco se obtiene el objetivo de evitar denuncias en respuesta a la presentación de denuncias ante el Ministerio Público sobre hechos que no puedan ser acreditados o incluso sean falsos dado que los elementos de los tipos penales contenidos en el título noveno, intitulado “Delitos contra el Honor”, del Código Penal del Estado de Sinaloa, no prevén que la difamación o la calumnia sólo se actualicen cuando la comunicación o la imputación sean ante el Ministerio Público, de ahí que la denuncia presentada ante el órgano electoral también puede provocar una denuncia en respuesta.
 
Ha sido puesto de relieve, según el criterio del suscrito, que la ratio legis de la norma legal contenida en el artículo 361 del Código Penal no responde a las consideraciones vertidas en la sentencia, de ahí que resulta pertinente buscar cual es la razón de ser de la misma y por ende cuales son sus alcances legales.
 
Se parte de la premisa de que los delitos electorales son perseguibles de oficio, en atención a que ninguna disposición legal prevé que deba existir querella.
 
En este orden de ideas se tiene que según ha quedado claro que cualquier ciudadano, cualquiera que sea su carácter, puede presentar denuncia en materia electoral ante el Ministerio Público y éste debe darle seguimiento.
 
Ahora bien, si es así, nos preguntamos cuál es la ratio legis del artículo 361 del Código Penal del Estado de Sinaloa, que a la letra establece:
 
“Los organismos electorales, a petición de los partidos políticos, formularan ante las autoridades correspondientes las denuncias a que se refiere este capitulo que procedan”
 
En dicho dispositivo se establece una obligación a cargo de la autoridad electoral de “formular”, a petición de los partidos políticos, las  denuncias en materia electoral, atribución que no es discrecional sino que está reglada por las dos últimas palabras del precepto que señalan “que procedan”, refiriéndose, sin asomo de duda, a las denuncias.
 
Así, queda claro que los órganos electorales sólo deberán formular las denuncias que procedan.
 
Sin embargo, también queda claro que no se contiene en dicha disposición legal ningún mandato prohibitivo en el sentido de que los partidos políticos no puedan utilizar otro conducto para acudir ante el órgano de investigación penal como podría ser, hacerlo directamente, tampoco se prevé en dicho dispositivo que si el partido político acude directamente ante el Ministerio Público produzca una causal de improcedencia de la denuncia presentada.
 
De lo anterior se deriva que en lugar de constituir un obstáculo a la libertad del partido político de acudir directamente ante el Ministerio Público a presentar una denuncia, el contenido del artículo 361 del Código Penal del Estado de Sinaloa es una opción para el partido político en el sentido de que puede acudir directamente a presentar la denuncia ante el Ministerio Público o solicitar al órgano electoral que la formule.
 

Esta es la interpretación que logra armonizar la disposición contenida en el artículo 361 del Código Penal del Estado de Sinaloa, con el sistema relacionado con la forma de que las autoridades penales pueden tener conocimiento de los delitos perseguibles de oficio

Con esta disposición legal lo que se consigue es diferenciar, a opción de los partidos políticos, las denuncias formuladas al calor de la contienda electoral en forma directa, de aquéllas que, en ejercicio de la opción indicada precedentemente, los partidos políticos presentan ante el órgano electoral y éste se convence de que procedan, por lo que, en consecuencia, acuerdan formular la denuncia penal, otorgándole así un valor especial a dicha denuncia.
 
Sin embargo, esa opción no se constituye en un mero trámite, pues el órgano electoral sólo está obligado a formular la denuncia y de tal manera, hacerla de alguna manera propia, cuando ésta proceda.
 
Finalmente, es pertinente destacar que el hecho de que ante el órgano electoral no quede claro que la denuncia proceda no constituye obstáculo alguno para que el partido político acuda directamente ante el Ministerio Público a formular sus denuncias.
 
No se omite dejar constancia que, independientemente de que en el proyecto de la mayoría se hubieren atendido las consideraciones vertidas en este voto particular, es evidente que los elementos informativos y probatorios no aportados o señalados por el partido denunciante hacen no factible que las denuncias presentadas “procedan” y ello justifica que el Consejo Distrital Electoral responsable se niegue a formularlas ante la autoridad penal correspondiente.

Es en base a lo expresado en el párrafo anterior que considero correcto el acuerdo emitido por el Consejo responsable y por ende el sentido del fallo, a pesar de no estar de acuerdo con una de sus premisas.

 
Sin otro particular, le reitero la seguridad de mi consideración atenta y distinguida.
 
 
 
 
ATENTEMENTE
Culiacán Rosales, Sinaloa, a 22 de octubre de 2004
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MAGISTRADO 
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